
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGIO ESTRATÉGICO CASACIÓN Y REVISIÓN  
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico - 2024  
 

JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 3638-22-JP/24 
 

TRIBUNAL Corte Constitucional de Ecuador 

MATERIA Constitucional (desnaturalización de la acción de protección en el marco de un 
proceso penal por lavado de activos) 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

No 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO N/A 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho al debido proceso en la garantía de juez competente. 
Por la gravedad especial que reviste el lavado de activos, también se ven afectados 
derechos relacionados con la economía, la administración de justicia y la 
convivencia pacífica. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS 1. El 26 de mayo de 2022, en el marco de una instrucción fiscal por presunto 
lavado de activos, un juez penal de la provincia de Guayas ordenó como 
medida cautelar real la incautación de un bien inmueble que, según Fiscalía, 
sería de propiedad de uno de los imputados en dicho proceso. Para el 
cumplimiento de esta medida real, el juez penal remitió las órdenes 
pertinentes a INMOBILIAR para la ejecución correspondiente. 

2. El 15 de junio de 2022, Carlos Párraga, en calidad de representante legal de la 
compañía LIONFF REALTY Inc., presentó una acción de protección, en la 
provincia de Santo Domingo de los Tsáchilas, a las 18h00, argumentando 
encontrarse domiciliado en dicha jurisdicción. Por la hora en que se presentó 
la acción, se efectuó un sorteo manual y la causa recayó en el juez Ángel 
Lindao, que se encontraba de turno de flagrancia.  

3. Con la acción se impugnó una presunta indebida incautación del bien 
inmueble ubicado en los solares 78 y 81 de la Urbanización “la Ribera del 
Batán”, ubicado en el cantón Samborondón, provincia del Guayas, que es 
propiedad de la compañía que representa y no de los procesados por 
presunto lavado de activos. 

4. En sentencia, el juez de La Concordia se declaró competente para conocer la 
causa en razón del domicilio de Carlos Párraga y aceptó la acción de 
protección propuesta, al considerar que INMOBILIAR no habría verificado la 
propiedad del bien inmueble previo a su incautación. Consecuentemente, 
resolvió la devolución inmediata del inmueble y de todo el menaje de hogar a 
la compañía accionante. INMOBILIAR y la Procuraduría General del Estado 
interpusieron recursos de apelación. 

5. En sentencia de 15 de agosto de 2022, la Sala Multicompetente aceptó el 
recurso de apelación, declaró la nulidad de todo lo actuado desde el auto de 
calificación de la demanda; puesto que, el juez de La Concordia era 
incompetente en razón del territorio e inadmitió la demanda. Además, calificó 
de manifiesta negligencia el accionar del juez Ángel Lindao. 

6. El 25 de enero de 2023, en sesión extraordinaria, el Pleno del Consejo de la 
Judicatura destituyó de su cargo al juez Ángel Harry Lindao Vera. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Constitución de la República: art. 76, numeral 7, literal k, relativo a la garantía del 
libre proceso en cuanto a la independencia, imparcialidad y competencia del juez; 
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art. 86, sobre la competencia; art. 88, referente a la acción de protección; art. 194, 
sobre la autonomía de Fiscalía General del Estado. 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: art. 7, 
referente a la competencia; art. 23, relativo al abuso del derecho; arts. 41 y 42, 
sobre la acción de protección. 
Código Orgánico Integral Penal: art. 519, sobre finalidades de las medidas 
cautelares; art. 520, numeral 3, relativo a la sustitución, suspensión y revocatoria 
de medidas cautelares; art. 521, referente a la audiencia para la sustitución de 
medidas cautelares. 
Código Orgánico de la Función Judicial: art. 109.2, referente a declaración 
jurisdiccional previa en casos de dolo, manifiesta negligencia o error inexcusable.  

CONTEXTO SOCIAL / ECONÓMICO 
DEL CASO 

En el marco de un proceso penal por lavado de activos, se interpone una acción 
de protección, en contra de una decisión judicial. Esta es admitida por el juez de 
primer nivel, lo que puso en riesgo la fase de instrucción fiscal y, además, se 
tradujo en la desnaturalización de la acción de protección. Toda vez que, se 
inobservaron los requisitos para la procedencia de esta garantía jurisdiccional y, 
además, la Corte Constitucional determinó el abuso de derecho por parte de la 
accionante. 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Pleno de la Corte Constitucional 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Garantías para la Independencia 
de las y los Operadores de Justicia. Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia 
y el Estado de Derecho en las Américas, 5 de diciembre de 2013; Estándares 
interamericanos de 6 de diciembre de 2019, en lo relativo al control de lavado de 
activos;  
Corte Interamericana de Derechos Humanos: Caso Gómez Palomino Vs. Perú 
(Sentencia de 22 de noviembre de 2005, Serie C No. 136, párr. 80); Caso de la 
Masacre de Mapiripán Vs. Colombia (Sentencia de 15 de septiembre de 2005, 
Serie C No. 134, párr. 223); Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Suriname 
(Sentencia 15 de junio de 2005, Serie C No. 124, párr. 145); Caso de las Hermanas 
Serrano Cruz Vs. El Salvador (Sentencia de 1 de marzo de 2005, Serie C No. 120, 
párr. 65.); Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú (Sentencia de 10 
de julio de 2007, Serie C No. 16, párr. 133.) 
Organización de las Naciones Unidas: Directrices de Naciones Unidas sobre la 
Función de los Fiscales (1990); Relatoría Especial sobre la independencia de los 
magistrados y abogados (A/HRC/20/19, 7 de junio de 2012);  

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN  

Problema jurídico No. 1: ¿Procede la acción de protección cuando el accionante 
pretende levantar una orden de incautación de un bien inmueble dictado dentro 
de un procedimiento penal? 
41. La razón por la que la acción de protección no tiene como objeto impugnar 
decisiones de una autoridad judicial encuentra su fundamento en la 
interpretación integral del propio texto constitucional. Así, esta limitación para la 
procedencia de la acción de protección tiene como contrapartida el respeto de 
otras disposiciones constitucionales, entre ellas, el principio de independencia 
judicial, o la tutela judicial efectiva, de tal manera que se garantice el empleo de 
los mecanismos de impugnación propios de cada procedimiento, de acuerdo con 
lo previsto en el ordenamiento jurídico. Por ello, en concordancia con estos 
preceptos, el artículo 42 de la LOGJCC impone que los jueces constitucionales 
inadmitan las acciones de protección que sean presentadas en contra de una 
decisión adoptada por otra autoridad jurisdiccional. 
 



 

 

42. Cabe señalar, además, que este Organismo ha establecido que esta 
prohibición de recurrir a la acción de protección para impugnar actos judiciales no 
se debe limitar a “providencias judiciales en sentido estricto” sino que debe 
entenderse que incluye a “cualquier decisión emitida en el ejercicio de funciones 
jurisdiccionales o que constituya un elemento de la unidad teleológica de un 
proceso que concluirá con un pronunciamiento jurisdiccional”. 
 
Problema jurídico No. 2: ¿El juez de La Concordia que conoció la acción de 
protección en primera instancia desnaturalizó la garantía al conceder una acción de 
protección que dejó sin efecto una medida cautelar dictada en un proceso penal? 
46. Cuando una autoridad judicial concede una demanda con el objetivo de 
utilizarla para un fin distinto al establecido en el diseño constitucional o, 
aparentando perseguir su fin constitucional, es tergiversada de tal manera que su 
pretensión altera el contenido y límite de la misma, esa decisión judicial constituye 
una desnaturalización de las garantías. 
 
47. (…) Aun cuando la vía constitucional es la idónea para tutelar derechos 
constitucionales de manera ágil y sencilla -siempre y cuando el caso cumpla con 
los requisitos de procedencia y no incurra en las causales de improcedencia 
previstas en la LOGJCC-, para aquellos casos que la Constitución, la ley o la 
jurisprudencia así lo establezcan, se debería preferir a la vía ordinaria antes que la 
constitucional. 
 
51. Ahora bien, sin perjuicio de que la desnaturalización identificada representa, 
por sí misma, una afectación importante al ordenamiento jurídico, este 
Organismo considera que la decisión del juez de La Concordia en el presente caso 
revistió una especial gravedad por sus potenciales efectos frente a un proceso 
penal por lavado de activos. Esta Corte, en el caso concreto, constata que: i) la 
orden de devolver bienes que, por pedido de la Fiscalía, fueron incautados, 
sucedió durante la etapa de instrucción, es decir, la investigación fiscal se 
encontraba activa; y ii) el valor político criminal que la Constitución otorga a la 
investigación y sanción de delitos relacionados con la corrupción, entre ellos, el 
lavado de activos. 
 
58. Este Organismo ha señalado que “la propia Constitución, o el bloque de 
constitucionalidad, pueden predeterminar que ciertas conductas revisten de una 
gravedad especial”; y ha reconocido que el delito de lavado de activos tiene 
consecuencias profundas y sistemáticas para la sociedad, ya que afecta a más de 
un bien jurídico protegido y es uno de los mayores flagelos contra la sociedad, por 
sus efectos en la economía, en la administración de justicia, la gobernabilidad de 
los Estados y la convivencia pacífica. 
 
62. A saber, el COIP reconoce que las medidas cautelares tienen algunas 
finalidades, entre ellas, están: “a) garantizar la reparación integral” y; “b) evitar 
que se destruya u obstaculice la práctica de pruebas que desaparezcan elementos 
de convicción”. Tomando en cuenta estas finalidades, la devolución de los bienes 
incautados tiene un impacto considerable en el deber del Estado de investigar y, 
de ser el caso, sancionar y reparar a las víctimas -la sociedad en general- de este 
tipo de delitos, más aún si el constituyente incluyó disposiciones con las que se 
rechaza la corrupción en todas sus formas.  
 



 

 

Problema jurídico No. 3: ¿Existió una vulneración al derecho al debido proceso en 
la garantía de juez competente por parte del juez de La Concordia, provincia de 
Santo Domingo, al declararse competente para tramitar una acción de protección 
en la que los efectos del acto impugnado se produjeron en el cantón Samborondón, 
provincia de Guayas? 
 
72. Ahora bien, para determinar la competencia en razón del territorio de una 
autoridad jurisdiccional que conoce una acción de protección de conformidad con 
el artículo 86 de la CRE y el artículo 7 de la LOGJCC, este Organismo ha sido 
concordante en reiterar que, dependiendo de la naturaleza del derecho 
constitucional afectado:  
[…] el juez competente para conocer la acción de protección puede ser: i. el juez 
en donde se origina el acto o la omisión o ii. el juez del lugar en donde se producen 
sus efectos, lugar que puede incluir el domicilio del accionante [énfasis añadido]”. 
 
73. Del estándar precitado se puede colegir la competencia para conocer una 
acción de protección se puede determinar, además del lugar en donde se dicta el 
acto o se genera la omisión, del lugar donde el acto u omisión impugnada surte 
efectos; y, solo si esos efectos se extienden hasta el lugar donde vive el 
accionante, se puede extender la competencia a la autoridad jurisdiccional en 
razón del domicilio del accionante. En otras palabras, no siempre los efectos del 
acto u omisión impugnado podrán extenderse al domicilio del accionante, sino 
que aquello cabe, excepcionalmente, dependiendo de la naturaleza del derecho 
afectado. 
 
Problema jurídico No. 4: ¿Las actuaciones de la compañía accionante y sus 
abogados defensores en la acción de protección 23303-2022-00734 se adecuan a 
lo establecido en el artículo 23 de la LOGJCC sobre el abuso del derecho? 
81. Para determinar si existió abuso del derecho, esta Corte ha establecido que 
deben verificarse los siguientes elementos:  

1. El elemento subjetivo, que se refiere a los peticionarios o a las abogadas 
y abogados que presenten acciones de garantías jurisdiccionales. 

2. La conducta, que puede consistir en: 
2.1. Proponer varias acciones de forma simultánea o sucesiva por el 

mismo acto u omisión, alegando la violación del mismo derecho y en 
contra de las mismas personas; 

2.2. Presentar peticiones de medidas cautelares de mala fe; o, 
2.3.  Desnaturalizar el objeto de las garantías jurisdiccionales con ánimo 

de causar daño. 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

No aplica 

FALLO 1. Declarar que la sentencia dictada el 19 de junio de 2022, dictada por el ex juez 
Ángel Lindao Vera desnaturalizó el objeto de la garantía de la acción de 
protección que, como consecuencia, obstaculizó el normal decurso de una 
investigación penal en curso. 

2. Ratificar la decisión dictada el 15 de agosto de 2022, por la Sala 
Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Santo Domingo de los 
Tsáchilas en cuanto a la inadmisión de la demanda y la declaratoria 
jurisdiccional previa; y declarar que el ex juez Ángel Lindao Vera no era 
competente para resolver la acción de protección presentada por LIONFF 
REALTY INC en razón del territorio. 



 

 

3. Remitir el expediente a la Fiscalía General del Estado para que, con base en el 
análisis efectuado en el apartado 4.1., de la presente sentencia, inicie las 
investigaciones correspondientes por la presunta comisión de un delito de 
prevaricato por el ex juez Ángel Lindao Vera, sin perjuicio de que en función 
de sus competencias, la Fiscalía encuentre indicios del posible cometimiento 
de otros delitos. 

4. Remitir el expediente al Consejo de la Judicatura para que, con base en el 
análisis efectuado en el apartado 4.3., inicie el sumario administrativo 
sancionatorio correspondiente en contra de los abogados Hugo Alexander 
Lara Olmos, Denis Lema Campos y Michael David Massa Pacheco por abuso 
del derecho, de conformidad con el artículo 23 de la LOGJCC. 

5. Disponer a los órganos de la Función Judicial -Corte Nacional de Justicia, 
Consejo de la Judicatura, Fiscalía General del Estado y Defensoría Pública- 
que, en el término de 15 días contados a partir de la notificación de esta 
sentencia, difundan el presente fallo mediante correo electrónico a todos los 
operadores de justicia; así como a través de sus cuentas oficiales de redes 
sociales. Asimismo, el cumplimiento de esta disposición deberá ser informado 
a la Corte al fenecimiento de dicho término.  

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional, en sesión jurisdiccional ordinaria 
de jueves 04 de abril de 2024, con ocho votos a favor de los Jueces 
Constitucionales: Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen 
Corral Ponce, Enrique Herrería Bonnet (voto concurrente), Alí Lozada Prado, 
Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marín. 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

El voto concurrente del Juez Constitucional Enrique Herrería Bonnet, fue 
presentado en Secretaría General el 05 de abril de 2024, mediante correo 
electrónico a las 14:53 y, en lo principal, presenta precisiones adicionales al tercer 
problema jurídico, en lo referente a la competencia del juzgador de la Concordia 
para tramitar la acción de protección. 
En ese sentido, el Juzgador argumenta:  
6. La Corte Constitucional determina que “la aplicación de la causal sexta de la 
LOGJCC por parte del juzgador no requiere de mayor análisis por lo que puede ser 
motivada en el momento procesal de calificación de la demanda”1 y por ende, la 
demanda debe ser inadmitida mediante auto, sin realizar apreciaciones sobre el 
fondo. En este sentido, si el acto u omisión al que se le reputa la presunta violación 
de derechos constitucionales proviene de una decisión judicial, el juez no tiene la 
obligación legal de justificar cuestiones adicionales, peor determinar si es 
competente o no para conocer el fondo de la demanda. En este supuesto, analizar 
la competencia de la autoridad jurisdiccional es improcedente. 
7. A pesar de que se concluye que la acción de protección respecto de la 
providencia judicial deviene en inadmisible, se realizan consideraciones sobre la 
competencia de la autoridad jurisdiccional en razón del territorio aun cuando era 
un aspecto irrelevante, pues no es procedente el análisis de la alegada violación 
de derechos constitucionales vinculada al bien inmueble sobre el cual recayó la 
medida cautelar de incautación en el proceso penal. 
8. No obstante de lo manifestado, es importante recalcar que en el mismo 
problema jurídico al que he hecho referencia, específicamente en el párrafo 74, 
se produce una confusión de términos entre domicilio y residencia asimilándolos 
como sinónimos. Aun cuando la legislación ecuatoriana ha determinado que no lo 
son. Así, en el artículo 55 del COGEP para la citación por boletas se indica que: “Si 
no se encuentra personalmente al demandado, se le citará por medio de tres 
boletas que se entregarán en días distintos en su domicilio o residencia a cualquier 
persona de la familia”. De tal forma que la conjunción disyuntiva resalta que el 



 

 

domicilio y la residencia son conceptos distintos. Esto generará una confusión en 
la competencia territorial de garantías jurisdiccionales, pues la sentencia 3638-
22-JP/24 no realiza la distinción correspondiente entre residencia y domicilio. Por 
lo tanto, se podrían generar abusos por parte de los legitimados activos al 
presentar una acción de protección en la residencia o en el lugar del domicilio, 
indistintamente, posiblemente buscando un foro de conveniencia. En tal sentido, 
considero que se debió limitar de forma clara la diferencia entre ambas, sin 
incurrir en el error de tomarlas como sinónimos.  

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

https://buscador.corteconstitucional.gob.ec/buscador-
externo/principal/fichaSentencia?numero=3638-22-JP%2F24 
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